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[bookmark: _Hlk216801586]RECURSO DE RECONSIDERACIÓN
EXPEDIENTE: SUP-REC-505/2026
RECURRENTE: morena
RESPONSABLE: SALA REGIONAL DEL TRIBUNAL ELECTORAL DEL PODER JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN, CORRESPONDIENTE A LA TERCERA CIRCUNSCRIPCIÓN PLURINOMINAL, CON SEDE EN XALAPA, VERACRUZ
MAGISTRADA PONENTE: CLAUDIA VALLE AGUILASOCHO
SECRETARIADO: DINAH ELIZABETH PACHECO ROLDÁN, MÓNICA TOVAR PIÑA, AGUSTÍN CARLOS CASTILLA MARROQUÍN Y MARICELA RIVERA MACÍAS
Ciudad de México, a once de noviembre de dos mil veintiséis[footnoteRef:2]. [2:  Todas las fechas corresponden a la presente anualidad, salvo distinta precisión.] 

Sentencia definitiva de la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación que desecha de plano la demanda del recurso de reconsideración, al no cumplirse el requisito especial de procedencia.
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	Consejo Estatal:
	Consejo Estatal del Instituto Electoral y de Participación Ciudadana de Tabasco

	Constitución General:
	Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos

	INE:
	Instituto Nacional Electoral

	Instituto:
	Instituto Electoral y de Participación Ciudadana de Tabasco

	Ley de Medios:
	Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral

	Ley Electoral:
	Ley Electoral y de Partidos Políticos del Estado de Tabasco

	PRD:
	Partido de la Revolución Democrática

	Sala Regional:
	Sala Regional del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, correspondiente a la Tercera Circunscripción Plurinominal, con sede en Xalapa, Veracruz

	Sala Superior:
	Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación

	Tribunal local:
	Tribunal Electoral de Tabasco

	UTF:
	Unidad Técnica de Fiscalización del Instituto Nacional Electoral


1. [bookmark: _Toc209704333][bookmark: _Toc217985633][bookmark: _Toc244793401]ANTECEDENTES
1. [bookmark: _Toc209521760]1.1. Queja Fiscalización. El diecinueve de junio, el representante de MORENA ante el Consejo Estatal presentó ante el INE queja en materia de fiscalización contra el PRD Tabasco y otros, por la presunta entrega de bienes y artículos, así como venta a menor precio, que podrían configurar la aportación de ente prohibido, gasto sin objeto partidista e ingresos o egresos no reportados y, en su caso, el otorgamiento de dádivas y/o uso indebido de recursos públicos.
2. 1.2. Vista. El veinticuatro de junio, la UTF emitió un acuerdo en el cual ordenó dar vista al Instituto por actualizarse la competencia respecto a la vulneración de la normatividad electoral por las supuestas entregas de dádivas y uso indebido de recursos públicos.  
3. 1.3. Acuerdo de admisión y desechamiento. El siete de julio, el Instituto admitió la denuncia únicamente contra el PRD Tabasco y desechó la queja respecto a Rafael Acosta Léon, así como diversos órganos del partido y terceros no identificados.
4. 1.4. Resolución del procedimiento especial sancionador [PES/017/2026]. El veinte de agosto, el Consejo Estatal determinó inexistente la vulneración a la normatividad electoral por la entrega de dádivas y el uso indebido de recursos públicos atribuidos al PRD Tabasco.
5. 1.5. Recurso de apelación local [TET-AP-022/2026-I]. El veinticinco de agosto, MORENA presentó recurso de apelación ante el Tribunal local, respecto a la entrega de dádivas. 
6. 1.6. Sentencia local. El siete de octubre, el Tribunal local desechó parcialmente la demanda por considerar extemporánea la impugnación del acuerdo de desechamiento parcial y confirmó la resolución emitida por el Consejo Estatal respecto a la inexistencia de la vulneración de las normas electorales por la entrega de dádivas atribuidas al PRD Tabasco.
7. 1.7. Juicio General [SX-JG-119/2026]. El doce de octubre MORENA promovió juicio general contra la sentencia del Tribunal local. 
8. 1.8. Acto impugnado. El veintiocho de octubre, la Sala Regional confirmó la resolución del aludido Tribunal. 
9. 1.9. Recurso de reconsideración. El treinta de octubre, MORENA interpuso el presente recurso contra la sentencia regional.
2. [bookmark: _Toc209704334][bookmark: _Toc217985634][bookmark: _Toc244793402]COMPETENCIA
10. [bookmark: _ftnref17][bookmark: _ftnref18][bookmark: _ftnref19][bookmark: _ftnref20][bookmark: _ftnref21][bookmark: _ftnref22]Esta Sala Superior es competente para conocer y resolver el presente medio de impugnación, por tratarse de un recurso de reconsideración interpuesto contra una sentencia emitida por una Sala Regional[footnoteRef:3]. [3:  Con fundamento en lo establecido por los artículos 41, párrafo tercero, base VI; 99, párrafo cuarto, fracción X, de la Constitución General; 256, inciso b) de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación; así como 4, párrafo 1, y 64 de la Ley de Medios.] 

3. [bookmark: _Toc244793403]IMPROCEDENCIA
3.1. [bookmark: _Toc244793404]Tesis de la decisión
11. Esta Sala Superior considera que el recurso de reconsideración es improcedente, al no actualizarse el requisito especial de procedencia, toda vez que, en el presente caso, no subsiste un tema de constitucionalidad o convencionalidad que deba ser revisado y tampoco se actualiza alguno de los supuestos desarrollados en la jurisprudencia de este Tribunal Electoral.
3.2. [bookmark: _Toc244793405]Justificación de la decisión
3.2.1. [bookmark: _Toc244793406]Marco normativo
12. El recurso de reconsideración cumple un doble propósito, por un lado, se trata de un medio ordinario para impugnar resoluciones de Salas Regionales referidas en el artículo 61, numeral 1, inciso a), de la Ley de Medios y, por otro, es un medio extraordinario de defensa a través del cual esta Sala Superior actúa como órgano de control de regularidad constitucional.
13. Lo anterior, porque acorde a lo señalado en el artículo 61, numeral 1, inciso b), de la normativa citada, la procedencia del recurso de reconsideración también se materializa cuando las sentencias dictadas por las Salas Regionales hayan decidido la no aplicación de alguna ley en materia electoral que se estime contraria a la Constitución General.
14. Así, por regla general, las sentencias de las Salas Regionales son definitivas e inatacables; pero podrán impugnarse o combatirse vía recurso de reconsideración cuando se refieren a juicios de inconformidad en los supuestos del artículo 62 de la Ley de Medios, o cuando esos órganos jurisdiccionales se pronuncien sobre temas de constitucionalidad o convencionalidad en los demás medios de impugnación.
15. También es importante precisar que el recurso de reconsideración es una instancia constitucional extraordinaria, conforme a la cual este órgano colegiado ejerce un auténtico control de constitucionalidad de las sentencias pronunciadas por las Salas Regionales.
16. En principio, cuando estas hayan determinado inaplicar normas electorales por considerarlas contrarias a la Constitución General, lo que permite, no sólo el estudio de lo correcto o no de ese ejercicio, la Sala Superior habilita una revisión amplia de la jurisdicción, en la medida en que es el único instrumento procesal con el que cuentan las partes para ejercer su derecho de defensa.
17. Por esta razón, dada la naturaleza extraordinaria del medio de impugnación que se estudia, conforme criterios reiterados por este órgano de decisión, se ha ampliado la procedencia del recurso de reconsideración con el fin de garantizar debidamente el derecho humano de acceso a la justicia, previsto en el artículo 17 de la Constitución General.
18. A partir de la interpretación sistemática y funcional de los artículos 17, 41 y 99 constitucionales, así como de los artículos 3, 61 y 62 de la Ley de Medios, en síntesis, se ha determinado que el recurso de reconsideración también procede en casos en que se realicen planteamientos de constitucionalidad de una norma.
19. Atento a lo expuesto, tenemos que la procedencia del recurso de reconsideración para impugnar resoluciones dictadas por Salas Regionales se actualiza en los casos siguientes:
	Procedencia ordinaria Fundamento: artículo 61 de la Ley de Medios
	· Sentencias de fondo dictadas en los juicios de inconformidad promovidos contra resultados de las elecciones de diputaciones y senadurías.
· Sentencias recaídas a los restantes medios de impugnación competencia de las Salas Regionales, cuando hayan determinado la no aplicación de una ley electoral por considerarla contraria a la Constitución General.

	Procedencia desarrollada en jurisprudencia de Sala Superior
	· Sentencias de fondo dictadas en algún medio de impugnación, distinto al juicio de inconformidad, en las que se analice o deba analizar algún tema de constitucionalidad o convencionalidad planteado ante la Sala Regional y se haga valer en la demanda de reconsideración[footnoteRef:4]. [4:  Jurisprudencia 12/2014, de rubro: RECURSO DE RECONSIDERACIÓN. PROCEDE PARA IMPUGNAR SENTENCIAS DE LAS SALAS REGIONALES SI SE ADUCE INDEBIDO ANÁLISIS U OMISIÓN DE ESTUDIO SOBRE LA CONSTITUCIONALIDAD DE NORMAS LEGALES IMPUGNADAS CON MOTIVO DE SU ACTO DE APLICACIÓN, publicada en la Gaceta de Jurisprudencia y Tesis en materia electoral, Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, año 7, número 14, 2014, p.p. 27 y 28.] 

· Sentencias que expresa o implícitamente inapliquen leyes electorales, normas partidistas o normas consuetudinarias de carácter electoral, por considerarlas contrarias a la Constitución General[footnoteRef:5]. [5:  Jurisprudencia 32/2009, de rubro: RECURSO DE RECONSIDERACIÓN. PROCEDE SI EN LA SENTENCIA LA SALA REGIONAL INAPLICA, EXPRESA O IMPLÍCITAMENTE, UNA LEY ELECTORAL POR CONSIDERARLA INCONSTITUCIONAL; publicada en la Gaceta de Jurisprudencia y Tesis en materia electoral, Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, año 3, número 5, 2010, pp. 46 a 48. 
Jurisprudencia 17/2012, de rubro: RECURSO DE RECONSIDERACIÓN. PROCEDE CONTRA SENTENCIAS DE LAS SALAS REGIONALES EN LAS QUE EXPRESA O IMPLÍCITAMENTE, SE INAPLICAN NORMAS PARTIDISTAS; publicada en la Gaceta de Jurisprudencia y Tesis en materia electoral, Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, año 5, número 10, 2012, pp. 32-34. 
Jurisprudencia 19/2012, de rubro: RECURSO DE RECONSIDERACIÓN. PROCEDE CONTRA SENTENCIAS DE LAS SALAS REGIONALES CUANDO INAPLIQUEN NORMAS CONSUETUDINARIAS DE CARÁCTER ELECTORAL; publicada en Gaceta de Jurisprudencia y Tesis en materia electoral, Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, año 5, número 10, 2012, pp. 30-32. ] 

· Sentencias que omitan el estudio o declaren inoperantes los agravios sobre inconstitucionalidad de normas electorales[footnoteRef:6]. [6:  Jurisprudencia 10/2011, de rubro: RECONSIDERACIÓN. PROCEDE CONTRA SENTENCIAS DE LAS SALAS REGIONALES CUANDO SE OMITE EL ESTUDIO O SE DECLARAN INOPERANTES LOS AGRAVIOS RELACIONADOS CON LA INCONSTITUCIONALIDAD DE NORMAS ELECTORALES, publicada en la Gaceta de Jurisprudencia y Tesis en materia electoral, Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, año 4, número 9, 2011, pp. 38 y 39. ] 

· Sentencias que interpreten directamente preceptos constitucionales[footnoteRef:7]. [7:  Jurisprudencia 26/2012, de rubro: RECURSO DE RECONSIDERACIÓN. PROCEDE CONTRA SENTENCIAS DE SALAS REGIONALES EN LAS QUE SE INTERPRETEN DIRECTAMENTE PRECEPTOS CONSTITUCIONALES; publicada en la Gaceta de Jurisprudencia y Tesis en materia electoral, Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, año 5, número 11, 2012, pp. 24 y 25. ] 

· Cuando se ejerza control de convencionalidad[footnoteRef:8]. [8:  Jurisprudencia 28/2013, de rubro: RECURSO DE RECONSIDERACIÓN. PROCEDE PARA CONTROVERTIR SENTENCIAS DE LAS SALAS REGIONALES CUANDO EJERZAN CONTROL DE CONVENCIONALIDAD; publicada en la Gaceta de Jurisprudencia y Tesis en materia electoral, Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, año 6, número 13, 2013, pp. 67 y 68. ] 

· Cuando se aleguen irregularidades graves, que puedan afectar principios constitucionales y convencionales exigidos para la validez de las elecciones, en caso de que las Salas Regionales no hayan adoptado medidas para garantizar su observancia o hayan omitido su análisis[footnoteRef:9]. [9:  Jurisprudencia 5/2014, de rubro: RECURSO DE RECONSIDERACIÓN. PROCEDE CUANDO SE ADUZCA LA EXISTENCIA DE IRREGULARIDADES GRAVES QUE PUEDAN AFECTAR LOS PRINCIPIOS CONSTITUCIONALES Y CONVENCIONALES EXIGIDOS PARA LA VALIDEZ DE LAS ELECCIONES; publicada en la Gaceta de Jurisprudencia y Tesis en materia electoral, Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, año 7, número 14, 2014, pp. 25 y 26. ] 

· Sentencias de desechamiento cuando se advierta una violación manifiesta al debido proceso, en caso de notorio error judicial[footnoteRef:10]. [10:  Jurisprudencia 12/2018, de rubro: RECURSO DE RECONSIDERACIÓN. PROCEDE CONTRA SENTENCIAS DE DESECHAMIENTO CUANDO SE ADVIERTA UNA VIOLACIÓN MANIFIESTA AL DEBIDO PROCESO O EN CASO DE NOTORIO ERROR JUDICIAL; publicada en la Gaceta de Jurisprudencia y Tesis en materia electoral, Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, año 10, número 21, 2018, pp. 30 y 31. ] 

· Sentencias que aborden temas jurídicos de un alto nivel de importancia y trascendencia para generar un criterio de interpretación útil a la certeza del orden jurídico nacional[footnoteRef:11]. [11:  Jurisprudencia 5/2019, de rubro: RECURSO DE RECONSIDERACIÓN. ES PROCEDENTE PARA ANALIZAR ASUNTOS RELEVANTES Y TRASCENDENTES; publicada en la Gaceta de Jurisprudencia y Tesis en materia electoral, Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, año 12, número 23, 2019, pp. 21 y 22. ] 

· Resoluciones que impongan medidas de apremio, aun cuando no se trate de sentencias definitivas o no se haya discutido un tema de constitucionalidad o convencionalidad[footnoteRef:12]. [12:  Jurisprudencia 13/2022, de rubro: RECURSO DE RECONSIDERACIÓN. ES LA VÍA IDÓNEA PARA CONTROVERTIR LAS MEDIDAS DE APREMIO IMPUESTAS POR LAS SALAS REGIONALES POR IRREGULARIDADES COMETIDAS DURANTE LA SUSTANCIACIÓN DE MEDIOS DE IMPUGNACIÓN O VINCULADAS CON LA EJECUCIÓN DE SUS SENTENCIAS; publicada en la Gaceta de Jurisprudencia y Tesis en materia electoral, Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, año 15, número 27, 2022, pp. 49, 50 y 51.] 

· Resoluciones de las salas regionales que determinan la imposibilidad jurídica o material de cumplimiento[footnoteRef:13]. [13:  Jurisprudencia 13/2023, de rubro: RECURSO DE RECONSIDERACIÓN. ES PROCEDENTE PARA IMPUGNAR LAS RESOLUCIONES DE LAS SALAS REGIONALES EN LAS QUE SE DECLARE LA IMPOSIBILIDAD DE CUMPLIR UNA SENTENCIA; publicada en la Gaceta Jurisprudencia y Tesis en materia electoral, Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, año 16, número 28, 2023, p.p. 44 y 45.] 

· Sentencias que guarden relación con la verificación del cumplimiento de una ejecutoria que ordenó la tutela de derechos de pueblos y comunidades indígenas.[footnoteRef:14] [14:  Tesis XIII/2026, de rubro: RECURSO DE RECONSIDERACIÓN. PROCEDE CUANDO LA CONTROVERSIA GUARDE RELACIÓN CON EL POSIBLE INCUMPLIMIENTO DE UNA EJECUTORIA QUE ORDENÓ EXPRESAMENTE LA TUTELA DE DERECHOS DE PUEBLOS Y COMUNIDADES INDÍGENAS, aprobada en sesión pública de la Sala Superior de este Tribunal Electoral de quince de julio de dos mil veintiséis, pendiente de publicación en la Gaceta Jurisprudencia y Tesis en materia electoral del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación.] 



20. En tal sentido, si no se actualiza alguno de los supuestos de procedencia, se debe desechar de plano la demanda que dio origen al recurso de reconsideración.
3.2.2. [bookmark: _Toc244793407]Caso concreto
21. La controversia tiene origen en la queja presentada por MORENA ante la UTF, entre otros, contra el PRD Tabasco por la presunta operación material y económica consistente en la entrega, venta a bajo costo, subsidio, intermediación, gestión o distribución de bienes y servicios con valor económico a favor de personas, comunidades o instituciones, difundidas mediante publicaciones de Facebook entre mayo de dos mil veinticinco y mayo de dos mil veintiséis. 
22. La UTF dio vista al Instituto por considerar que se actualizaba su competencia respecto a la vulneración de la normatividad electoral por la supuesta entrega de dádivas y uso indebido de recursos públicos. 
23. Previo desechamiento respecto de diversos sujetos, el Consejo Estatal resolvió la inexistencia de alguna infracción en materia electoral por la entrega de dádivas (bienes y servicios) y el uso indebido de recursos públicos atribuidos al PRD Tabasco, al concluir que no se advertía algún condicionamiento, inducción o coacción hacia las personas apoyadas o beneficiadas para que votaran por ese partido local o candidatura, tampoco para su afiliación al mismo, aunado a que en las fechas que ocurrieron los hechos, no había cercanía con la realización de una jornada electoral.
24. El Tribunal local desechó, por extemporánea, la impugnación del acuerdo que excluyó del procedimiento a determinados sujetos y confirmó la resolución administrativa respecto de la entrega de beneficios.
25. Consideró que la entrega de bienes y las publicaciones partidistas no acreditaban, por sí solas, la finalidad de inducir, coaccionar o condicionar el voto o la afiliación. Asimismo, desestimó los planeamientos sobre diligencias adicionales.
[bookmark: _Toc244793408]3.2.2.1. Sentencia impugnada
26. Inconforme con la determinación del Tribunal local, el partido recurrente promovió juicio general, en el que cuestionó la extemporaneidad determinada respecto de la impugnación del acuerdo de desechamiento parcial de la denuncia, así como el análisis de las conductas relacionadas con la entrega de bienes y servicios a la ciudadanía.
27. Como cuestión previa, la Sala Regional precisó que la determinación relativa a la inexistencia del uso indebido de recursos públicos no fue controvertida. Asimismo, confirmó la sentencia local, esencialmente, por las razones siguientes: 
28. a) Consideró que el acuerdo de siete de julio, mediante el cual el Consejo Estatal desechó parcialmente la denuncia respecto de diversas personas y órganos partidistas, era susceptible de impugnación desde su emisión, por lo que fue correcto que el Tribunal local considerara extemporáneo el cuestionamiento formulado hasta la presentación del recurso de apelación contra la resolución del procedimiento sancionador.
29. b) Señaló que la entrega de bienes y servicios a la ciudadanía, por sí sola, no acreditaba que se hubiera realizado con la finalidad de inducir a sufragar a favor o en contra de una candidatura, partido político o coalición.
30. c) Sostuvo que, a partir de una interpretación sistemática y funcional del artículo 166, numeral 4, de la Ley Electoral, la presunción legal como indicio de presión a la ciudadanía opera en el contexto de las campañas electorales.
31. d) Consideró que las prácticas dirigidas a influir indebidamente en las preferencias electorales pueden presentarse fuera de las campañas. Sin embargo, al no operar en ese supuesto la presunción prevista en el artículo 166, párrafo 4, de la Ley Electoral, correspondía a MORENA acreditar que la entrega de beneficios estaba vinculada con una finalidad de posicionamiento político capaz de afectar la libertad del voto o de afiliación.
32. e) Refirió que los hechos denunciados ocurrieron entre mayo de dos mil veinticinco y mayo de dos mil veintiséis, fuera del periodo de campañas electorales, por lo que la entrega de bienes no bastaba, por sí sola, para acreditar la infracción mediante la presunción legal, sin demostrar su finalidad de influir en el voto.
33. En consecuencia, la Sala Regional confirmó la sentencia local, tanto respecto de la extemporaneidad de la impugnación del acuerdo de desechamiento parcial, como de la inexistencia de la infracción por entrega de beneficios.
3.2.2.2. [bookmark: _Toc244793409]Agravios ante Sala Superior
34. El partido recurrente sostiene que, desde la instancia inicial, los hechos denunciados no fueron examinados conforme al estándar jurídico y probatorio que estima aplicable, deficiencia que, a su juicio, fue convalidada por la Sala Regional.
35. Para ello, formula tres agravios, así como planteamientos relacionados con el requisito especial de procedencia, que se sintetizan a continuación.
a) Indebida interpretación y aplicación restrictiva del artículo 166, numeral 4, de la Ley Electoral.
· Sostiene que la Sala Regional realizó una interpretación restrictiva e incorrecta del artículo 166, numeral 4, de la Ley Electoral, al considerar que la presunción legal derivada de la entrega de materiales, bienes o beneficios únicamente resulta aplicable durante las campañas electorales, trasladando a ese supuesto una limitación temporal que, a su juicio, corresponde a una hipótesis distinta.
· Considera incorrecto que, fuera del periodo de campañas, corresponda a la parte denunciante acreditar que la entrega de beneficios tuvo como finalidad condicionar el voto, porque, en su concepto, se confunden los supuestos de los numerales 1 y 4 del artículo 166 de la Ley Electoral. Explica que el primero establece una restricción temporal sobre propaganda gubernamental en medios de comunicación social, mientras que el segundo regula la entrega de bienes o beneficios.
· Afirma que esa interpretación es contraria a la lectura sistemática de los artículos 5, numerales 2 y 4, y 166, numeral 4, de la Ley Electoral, en relación con los artículos 35 y 41 constitucionales, porque la protección del voto y de la libre afiliación política no se limita al periodo de campañas electorales y comprende la formación de la voluntad política sin condicionamientos derivados de beneficios materiales o prácticas clientelares.
· Sostiene que también resulta incorrecto utilizar el principio de que lo ordinario se presume y lo extraordinario debe probarse para excluir los efectos de una presunción legal expresamente prevista, porque deben distinguir los hechos base, su vinculación con la materia electoral y las consecuencias probatorias de la presunción, sin confundir estos elementos o trasladar automáticamente toda la carga probatoria a la parte denunciante. 
b) Falta de exhaustividad y debida motivación en la valoración conjunta de los elementos probatorios.
· Señala que la responsable omitió realizar una valoración conjunta de los elementos probatorios aportados, porque confundió la inaplicabilidad de la presunción legal con la insuficiencia de pruebas para acreditar las conductas denunciadas. En particular, sostiene que no explicó por qué la concatenación de los elementos disponibles impedía construir una inferencia razonable sobre la posible incidencia de la entrega de beneficios en la libertad política de la ciudadanía.
c) Falta de exhaustividad y debida motivación al omitir un análisis diferenciado sobre la posible afectación a la libertad de afiliación política.
· Sostiene que la Sala Regional confirmó la inexistencia de una afectación a la libertad de afiliación política con argumentos relacionados con la temporalidad de las campañas electorales y la ausencia de una contienda electoral inmediata. Alega que omitió analizar de manera diferenciada la posible afectación de ese derecho, cuyo ejercicio no depende de la celebración de una jornada electoral.
 Planteamientos sobre el requisito especial de procedencia.
· Invoca la importancia y trascendencia del asunto, conforme a la jurisprudencia 5/2019[footnoteRef:15], porque considera necesario precisar el alcance del artículo 166, numeral 4, de la Ley Electoral, respecto de la presunción indiciaria cuando los hechos ocurren fuera del periodo de campañas, así como determinar los parámetros de valoración probatoria aplicables a esas conductas. [15:  Previamente citada, de rubro: RECURSO DE RECONSIDERACIÓN. ES PROCEDENTE PARA ANALIZAR ASUNTOS RELEVANTES Y TRASCENDENTES.] 

3.2.2.3. [bookmark: _Toc244793410][bookmark: _Toc57336721]Razones que sustentan la decisión
36. Esta Sala Superior considera que el recurso de reconsideración es improcedente, porque la sentencia impugnada no contiene un estudio de constitucionalidad o convencionalidad, tampoco se advierte la necesidad de realizar una interpretación directa de algún precepto constitucional. Además, no se actualiza alguna de las hipótesis excepcionales de procedencia.
37. En efecto, la controversia examinada por la Sala Regional se centró en cuestiones de legalidad relacionadas con la oportunidad para controvertir el acuerdo de desechamiento parcial de la denuncia, la interpretación de la legislación electoral estatal y la revisión de las conclusiones del Tribunal local sobre la carga de la prueba y la suficiencia de los elementos aportados para acreditar las conductas denunciadas.
38. Para confirmar la sentencia local, la autoridad responsable realizó una interpretación sistemática y funcional del artículo 166, numeral 4, de la Ley Electoral, a partir de la cual concluyó que la presunción legal como indicio de presión a la ciudadanía opera durante las campañas electorales y que, fuera de ese periodo, corresponde a la parte denunciante acreditar la finalidad de influir en el voto o la afiliación.
39. En este sentido, consideró que, si los hechos denunciados ocurrieron entre mayo de dos mil veinticinco y mayo de dos mil veintiséis, resultaba insuficiente pretender acreditar la infracción únicamente con la entrega de bienes bajo la citada presunción legal, sin demostrar la finalidad de influir en el voto del electorado, máxime que los hechos y publicaciones no fueron denunciados como actos anticipados de campaña. 
40. Asimismo, sostuvo que eran correctas las consideraciones del Tribunal local relativas a que correspondía a MORENA aportar los elementos necesarios para acreditar los hechos en que sustentaba su pretensión, conforme a la jurisprudencia 12/2010[footnoteRef:16]. [16:  De rubro: CARGA DE LA PRUEBA. EN EL PROCEDIMIENTO ESPECIAL SANCIONADOR CORRESPONDE AL QUEJOSO O DENUNCIANTE; publicada en la Gaceta de Jurisprudencia y Tesis en materia electoral, Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, año 3, número 6, 2010, pp. 12 y 13.] 

41. De lo anterior se advierte que la responsable no realizó una interpretación directa de preceptos constitucionales, tampoco inaplicó alguna disposición normativa por considerarla contraria a la Constitución General; su determinación se sustentó en la interpretación sistemática y funcional de la legislación secundaria y en la revisión de las conclusiones del Tribunal local sobre la carga y suficiencia probatoria.
42. Por su parte, la temática planteada ante esta Sala Superior tampoco actualiza una cuestión constitucional, porque el partido recurrente cuestiona, esencialmente, la interpretación del artículo 166, numeral 4, de la Ley Electoral, la supuesta omisión de valorar conjuntamente los elementos probatorios y la falta de un examen diferenciado de la libertad de afiliación.
43. En particular, sostiene que la responsable realizó una interpretación restrictiva al considerar que, fuera del periodo de campañas, corresponde a la parte denunciante acreditar que la entrega de beneficios tuvo como finalidad condicionar el voto. También cuestiona que se haya confundido la inaplicabilidad de la presunción legal con la insuficiencia de elementos para construir una inferencia sobre la posible incidencia de las conductas denunciadas en la libertad política de la ciudadanía.
44. Sin embargo, estos planteamientos se dirigen a controvertir la interpretación y aplicación de una disposición de la legislación electoral local, así como la respuesta de la Sala Regional a los cuestionamientos sobre la suficiencia y apreciación conjunta de las pruebas, aspectos de legalidad que no exigen realizar una interpretación directa de la Constitución General.
45. Por otra parte, el planteamiento relacionado con la falta de un análisis diferenciado de la libertad de afiliación política tampoco actualiza el requisito especial de procedencia, porque se dirige a cuestionar la exhaustividad y motivación de la sentencia impugnada. La Sala Regional se refirió a la falta de acreditación de una finalidad de condicionar el voto o la afiliación; determinar si, además, debía dar una respuesta autónoma al planteamiento sobre este último derecho implicaría revisar la exhaustividad de su decisión, lo cual es una cuestión de legalidad.
46. Asimismo, no se actualiza el supuesto de importancia y trascendencia previsto en la antes mencionada jurisprudencia 5/2019[footnoteRef:17], pues, aunque MORENA plantea la necesidad de precisar el alcance del artículo 166, numeral 4, de la Ley Electoral y los parámetros probatorios aplicables a la entrega de beneficios fuera de las campañas electorales, la resolución de la controversia no requiere establecer un criterio de interés general, excepcional o novedoso para el orden jurídico electoral. [17:  De rubro: RECURSO DE RECONSIDERACIÓN. ES PROCEDENTE PARA ANALIZAR ASUNTOS RELEVANTES Y TRASCENDENTES; publicada en la Gaceta de Jurisprudencia y Tesis en materia electoral] 

47. Lo anterior, porque la Sala Regional no excluyó la posibilidad de que, fuera de las campañas electorales, se pretenda influir indebidamente en las preferencias de la ciudadanía mediante la entrega de beneficios. Su determinación se sustentó en la interpretación sistemática y funcional del artículo 166, numeral 4, de la Ley Electoral, y en la revisión de las conclusiones del Tribunal local sobre la carga de la prueba y la suficiencia de los elementos aportados.
48. Así, los cuestionamientos del recurrente se relacionan con la interpretación y aplicación de la legislación electoral local, así como con la revisión de las conclusiones sobre la suficiencia de los elementos probatorios para acreditar las conductas denunciadas. Su examen implicaría revisar cuestiones de legalidad propias del caso concreto, sin que se advierta la necesidad de fijar un criterio excepcional de alcance general. 
49. En un sentido análogo, al resolver el SUP-REC-96/2026, esta Sala Superior consideró que los planteamientos sobre posibles prácticas clientelares y la apreciación de elementos probatorios, en las circunstancias de aquel asunto, no actualizaban por sí mismos el requisito especial de procedencia.
50. En otro orden de ideas, no se advierte la posible existencia de un error judicial de la Sala Regional que pudiera trascender al debido proceso, ya que, conforme al criterio jurisprudencial de esta Sala Superior, para actualizar este supuesto de procedencia es necesario que, de la sola lectura de las constancias, el error sea evidente y haya implicado la falta de estudio de la controversia, lo cual no ocurre en el caso, porque la responsable analizó de fondo la problemática jurídica planteada. 
51. Incluso, aun considerando que esta Sala Superior ha desestimado esta hipótesis cuando se controvierte una sentencia de fondo[footnoteRef:18], de la revisión preliminar de la resolución impugnada no se advierte una actuación arbitraria o irrazonable de la Sala Regional, tampoco una equivocación manifiesta en los supuestos de hecho o de derecho en que sustentó su decisión.  [18:  Por ejemplo, en los SUP-REC-387/2026 y acumulado, SUP-REC-22915/2024 y SUP-REC-22097/2024 y acumulados.] 

52. En efecto, la responsable explicó por qué consideró que la presunción prevista en el artículo 166, numeral 4, de la Ley Electoral opera durante las campañas electorales y por qué estimó correctas las conclusiones del Tribunal local sobre la insuficiencia de elementos para acreditar las infracciones denunciadas. La discrepancia del recurrente con esas consideraciones no constituye, por sí misma, un error judicial evidente.
53. En consecuencia, al no actualizarse alguno de los supuestos de procedencia del recurso de reconsideración previstos en la normativa electoral aplicable, como tampoco en los criterios jurisprudenciales emitidos por esta Sala Superior, lo conducente es desechar de plano la demanda.
4. [bookmark: _Toc217985651][bookmark: _Toc244793411]RESOLUTIVO
ÚNICO. Se desecha de plano la demanda.
NOTIFÍQUESE.
En su oportunidad, archívese el presente expediente como asunto concluido y, en su caso, devuélvase la documentación atinente.
[bookmark: LPHit6]Así, por unanimidad de votos, lo resolvieron y firmaron electrónicamente la Magistrada y los Magistrados que integran la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación. El Secretario General de Acuerdos da fe.
Este documento es una representación gráfica autorizada mediante firmas electrónicas certificadas, el cual tiene plena validez jurídica de conformidad con los numerales segundo y cuarto del Acuerdo General de la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación 3/2020, por el que se implementa la firma electrónica certificada del Poder Judicial de la Federación en los acuerdos, resoluciones y sentencias que se dicten con motivo del trámite, turno, sustanciación y resolución de los medios de impugnación en materia electoral. Asimismo, en el Acuerdo General 2/2023.
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